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ACTUALIDAD ECONÓMICA

CRISTINA ALONSO MADRID 
«La jornada general de trabajo de la 
Administración del Estado no supe-
rará las 35 horas semanales». Así arran-
ca el borrador de la enmienda a la Ley 
de Función Pública que ha registra-
do Sumar en el Congreso de los Di-
putados y a través de la cual, la vice-
presidenta segunda y ministra de Tra-
bajo, Yolanda Díaz, busca presionar 
al PSOE para recortar la jornada la-
boral de los funcionarios por debajo 
incluso de lo que pretende imponer 
en el sector privado. 

A la espera de que su ley para re-
ducir la jornada laboral a 37,5 horas 
semanales en todas las empresas del 
país aterrice en el Parlamento –el Con-
sejo de Ministros aún tiene que apro-
barla en segunda vuelta– Díaz pone 
el foco ahora en los trabajadores del 
sector público con una batería de más 
de un centenar de enmiendas a una 
ley desarrollada en el ámbito de las 
competencias del ministerio que pi-
lota el socialista Óscar López. 

El borrador de la enmienda 89, en 
concreto, recoge que «la jornada ge-
neral de trabajo de la Administración 

del Estado no superará las 35 horas 
semanales y será fijada por el depar-
tamento ministerial competente en 
materia de función pública, previa ne-
gociación con las organizaciones sin-
dicales presentes en las mesas de ne-
gociación, en el marco de lo dispues-
to por la normativa básica». 

El grupo plurinacional defiende 
que el Acuerdo Marco para una Admi-
nistración del Siglo XXI, que se firmó 
en 2022, ya establecía la recupe-
ración de este derecho que perdieron 
a raíz de la crisis de 2008, cuando el 
Gobierno de Mariano Rajoy impuso 
por decreto la jornada de 37,5 horas 
para los funcionarios de la Adminis-
tración Central. «Por ello y porque así 
está comprometido se debe garanti-
zar la jornada general ordinaria de 35 
horas en esta ley», justifica el texto re-
gistrado en sede parlamentaria. 

De este modo, Sumar aspira a ge-
neralizar en la administración públi-
ca la jornada de 35 horas semanales 
que ya es una realidad en la mayoría 
de las administraciones autonómi-
cas y locales, implantándola por ley 
en la Administración General del Es-
tado, donde se ocupan en estos mo-
mentos algo más de 530.000 emplea-
dos públicos. 

Así, los funcionarios del Estado pa-
sarían a trabajar media hora menos 
al día que el conjunto de los trabaja-
dores del sector privado, que verán 
reducida su jornada semanal hasta 
las 37 horas y media si la iniciativa im-
pulsada por Yolanda Díaz prospera 
en el Congreso, algo que no se espe-
ra antes del mes de junio. 

Con todo, Sumar pone negro so-
bre blanco que la reducción de jorna-
da para los funcionarios se negocia-
rá con los sindicatos, que previsible-
mente remarán a favor del acuerdo 
porque la generalización de las 35 ho-
ras es un derecho que vienen recla-

mando desde que les fue arrebatado 
dentro del agresivo paquete de recor-
tes que llevó a cabo el PP de Rajoy pa-
ra cumplir con los objetivos de défi-
cit impuestos por Bruselas. 

Precisamente, la semana pasada 
la Central Sindical Independiente y 
de Funcionarios (CSIF) denunciaba 
que las enmiendas presentadas por 
el Grupo Socialista a la Ley de Fun-
ción Pública olvidaban, entre otras 
demandas en materia de retribucio-
nes, pensiones y permisos, «cuestio-
nes fundamentales como la regula-
ción de la jornada de las 35 horas». Es 
más, fuentes del sindicato avanzan 

que en una eventual negociación pe-
dirán que esta medida se haga exten-
siva no sólo a los funcionarios de la 
administración central sino a otros 
ámbitos como la sanidad o la educa-
ción en el conjunto del Estado. 

Otro punto de choque estaría en la 
edad de jubilación forzosa para los 
funcionarios que quieran seguir tra-
bajando una vez cumplida la edad or-
dinaria de retiro. En sus enmiendas, 
los socialistas apostaban por ampliar-
la de 70 a 72 años, lo que fue inme-
diatamente rechazado por CCOO y 
UGT. En Sumar, en cambio, son par-
tidarios de no elevar ese límite.

Díaz presiona ahora por la jornada de  
35 horas para todos los funcionarios 
Sumar aprovecha la Ley de Función Pública para ir más allá que en el sector privado

EL MUNDO  
La vicepresidenta Yolanda Díaz 
advirtió ayer de que la vivienda es 
«la principal fábrica de desigual-
dad en España» y apostó por «in-
tervenir» los precios, como se ha 
hecho con la energía, y «meter ma-
no» a los fondos de inversión. 

En un coloquio organizado por 
el diario Artículo 14, Díaz defendió 
la necesidad de hacer «una gran 
reforma» en España para garan-
tizar el acceso a la vivienda y la-
mentó que en España, a lo largo 
de la democracia, no haya habi-
do una política ni de vivienda ni 
de familias. «Son dos graves agu-
jeros que tenemos en España y 
ahora tenemos que corregir lo que 
no se ha hecho», denunció. 

Así, la vicepresidenta señaló 
que «no queda otra» que interve-
nir en el precio de la vivienda, pues 
no se trata ya sólo de un proble-
ma de salarios, sino de que «no 
puede vivir en prácticamente nin-
guna ciudad española» con los 
precios actuales de los pisos. 

Junto a la intervención en el 
precio, esa «gran reforma» que 
propugna la también ministra de 
Trabajo requiere «meter mano a 
los fondos de inversión». «El pro-
blema de España no es el salario 
mínimo, son los fondos de inver-
sión. Y hay que regularlos. Creo 
que se puede alcanzar un acuer-
do con los fondos de inversión 
cuando hay incentivos, porque 
cuando uno va a actuar, siempre 
se responde», aseguró. 

FISCALIDAD 
La tercera pata de esa reforma en 
vivienda sería revisar la fisca-
lidad, sobre todo de los pisos tu-
rísticos, que están haciendo «im-
posible vivir» en determinadas 
ciudades. «La presión turística es 
brutal. Ahí sí que tenemos que ha-
cer pedagogía fiscal», señaló Dí-
az, en clara alusión a las palabras 
de la vicepresidenta primera, Ma-
ría Jesús Montero, cuando le pi-
dió que hiciera «pedagogía fiscal» 
por la tributación del salario mí-
nimo en el IRPF. 

Junto a todo ello, la ministra de 
Trabajo insistió en que las comu-
nidades autónomas deben cum-
plir con la Ley de Vivienda «por el 
bien de España». En este sentido, 
ha recordado que hay once comu-
nidades gobernadas por el PP, en-
tre ellas la de Galicia, que se nie-
gan a aplicar esta norma para ba-
jar los precios de la vivienda en 
zonas tensionadas. 

«Tenemos esas comunidades 
autónomas que son rebeldes», de-
nunció la vicepresidenta, que abo-
gó por penalizarlas con la no re-
cepción de fondos públicos por 
no cumplir la Ley de Vivienda.

«Intervenir»  
la vivienda y 
«meter mano» 
a los fondos  
de inversión 

En paralelo a la 
tramitación 
parlamentaria de la 
Ley de Función 
Pública, los 
funcionarios reclaman 
al Ministerio que 
dirige Óscar López que 
convoque cuanto 
antes la mesa de 
negociación para 
abordar la subida 
salarial de 2025. 

Tras una primera 
toma de contacto a 

finales del año pasado, 
el asunto quedó en el 
aire en un contexto de 
incertidumbre total 
sobre el futuro de 
Muface. Pero bien 
entrado el año, la crisis 
de la mutualidad aún 
no se ha resuelto y la 
mesa de negociación 
sigue sin convocarse. 

El Gobierno ha dado 
de plazo a las 
aseguradoras hasta el 
próximo martes, 4 de 

marzo, para que 
presenten sus ofertas 
al nuevo concierto. El 
día 5, por tanto, se 
conocerá si la 
licitación se cierra con 
éxito o vuelve a quedar 
desierta. Previsible-
mente, esta vez, el 
Ejecutivo logrará 
sacarla adelante, ya 
que la principal 
compañía prestadora 
de servicios en estos 
momentos, que es 
Adeslas, ya ha 
confirmado que 
acudirá al concurso. 

Una vez cerrada la 
carpeta de Muface, los 
sindicatos aspiran a 

que el Ministerio abra 
la de la subida salarial. 
Por ello, el mes de 
marzo será clave para 
negociar. 

Desde CSIF 
reclaman que el tema 
se aborde «de manera 
inmediata» y que los 
salarios de los 
funcionarios se 
actualicen todos los 
años con el IPC, al 
igual que las 
pensiones. «Llevamos 
perdido más de un 6% 
de poder adquisitivo 
desde 2022 y un 20% 
desde la bajada de 
sueldo de 2010», 
denuncian.

SIN SUBIDA SALARIAL Y A LA 
ESPERA DE MUFACE: MARZO, 
MES CLAVE PARA NEGOCIAR

La vicepresidenta segunda y ministra de Trabajo, Yolanda Díaz, en un acto celebrado ayer. EUROPA PRESS

72 
Años. En sus enmiendas a la Ley 

de Función Pública, el PSOE 
plantea ampliar la edad de 

jubilación forzosa de los 
funcionarios de 70 a 72 años.
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La vicepresidenta segunda y ministra de Trabajo, Yolanda Díaz. EFE

Noelia Casado MADRID.  

El Consejo de Ministros impulsó 
hace tres semanas el anteproyecto 
de ley con el que busca reducir la 
jornada laboral a 37,5 horas y cam-
biar el modelo de registro horario 
que está en vigor desde el año 2019. 
El objetivo es que la Inspección de 
Trabajo tenga acceso en remoto a 
estas anotaciones, pero también 
conseguir un registro real del tiem-
po de trabajo por lo que el acuerdo 
firmado con los sindicatos incluye 
la obligación de anotar las pausas. 
La normativa actual solo forzaba a 
dar cuenta del inicio y el fin de la 
jornada, por lo que la mayoría de 
empresas tendrán que decidir có-
mo califican cada interrupción y 
adaptar los sistemas de registro. 

El texto que llegará al Congreso 
de los Diputados en las próximas 
semanas incorpora un artículo 34 
bis al Estatuto de los Trabajadores 
en el que se detalla que los emplea-
dos registrarán “todas aquellas in-
terrupciones de la misma que afec-
ten a su cómputo”. Esta obligación 
no es inmediata, puesto que comen-
zará a aplicarse a los seis meses de 
su publicación en el BOE y todavía 
tiene que superar toda la tramita-
ción parlamentaria, no obstante, los 
laboralistas ya han comenzado a an-
ticiparse a las dudas que generará 
en las empresas.  

“La referencia que hace el texto 
a las interrupciones que afecten al 
cómputo de la jornada, va a tener 
una incidencia muy importante, ya 
que va a requerir que las empresas 
definan en su política interna qué 
entienden por tiempo de trabajo 
efectivo y qué por descanso” expli-
ca en conversación con este perió-
dico el director de Augusta Aboga-
dos, Omar Molina. Las conocidas 

normal y si el trabajo efectivo es ne-
cesariamente prestar un servicio o 
producir de forma continuada” re-
flexiona el laboralista, que defien-
de que el fin último debe ser que 
ninguna de las partes se vea perju-
dicada por la implementación de 
esta mejora.  

No obstante, os sindicatos quitan 
peso a la referencia incluida en el 
borrador de la norma. “En la mesa 
de diálogo social no se concretó ni 
debatió nada al respecto, porque la 
idea es que las pausas se computen 
como hasta ahora con los sistemas 
de seguridad” expone la secretaria 
de Salud Laboral de UGT , Patricia 
Ruiz, quien defiende que la norma 
no persigue este cambio.  

Si bien, a la espera de la nueva 
guía será una materia en la que se 
ponga atención puesto que los in-
cumplimientos en materia de pau-
sas durante la jornada también po-
drían ser sancionados con hasta 
10.000 euros en los casos graves, de 
acuerdo con la modificación que 
incluye el mismo anteproyecto de 
ley. Además, tras la aprobación de 
esta norma se impondrán por tra-
bajador y no por empresa, como su-
cedía hasta ahora, lo que llevará a 
las compañías a poner un mayor es-
fuerzo en que se cumplan con esta 
obligación que recae sobre el tra-
bajador en el día a día, pero de la 
que la empresa es la responsable. 

Los sindicatos 
restan importancia 
a este cambio que 
pasó desapercibido 
en la negociación

Las empresas tendrán que registrar las 
pausas de su plantilla durante la jornada
Se exponen a sanciones de hasta 10.000 euros 
por trabajador si no lo hacen de forma adecuada

Las firmas deberán concretar si el momento del 
café o el bocadillo es parte del tiempo de trabajo

como “incidencias intrajornada” en 
el argot profesional no se incluyen, 
con carácter general, en el tiempo 
de trabajo efectivo a no ser que es-
tuviera recogido como tal en el con-
trato o en el convenio colectivo. El 
abogado pone el ejemplo de la “pau-
sa para el bocadillo” que dio lugar 
a una variedad de sentencias antes 
de unificarse el criterio. “Creemos 
que va a generar mucho debate en 
las empresas ver cómo catalogan 
las pausas para ir al baño o las sali-
das fuera de la oficina y después va 
a ser difícil explicárselo a los traba-
jadores” reflexiona Molina.  

La falta de detalles en la norma y 
la previsión de que el reglamento 
que se elabore con carácter poste-

rior se centre en concretar el acce-
so del órgano inspector a estos re-
gistros, así como la ausencia de re-
ferencias más concretas en los con-
venios lleva a poner todo el peso del 
cumplimiento en las empresas. “To-
do está muy verde, estamos inten-
tando acomodar los sistemas a las 
pretensiones que parece tener la 
Administración y que apuntan a un 
control real de la jornada efectiva” 
reconoce el socio del área laboral 
de Ceca Magán Abogados, José Ma-
ría Lab adía. “Estamos a la expec-
tativa de conocer más detalles, por-
que la casuística es tan exagerada 
que habrá que fijar qué entende-
mos por interrupción, qué es algo 

La normativa aún en 
vigor solo exige 
controlar el inicio y 
el fin de la jornada 
del trabajador

I. F. MADRID.  

No siempre es fácil discernir entre 
lo que debe considerarse tiempo de 
trabajo y lo que no merece esa cla-
sificación dentro de una misma em-
presa. Es más, la disparidad de cri-
terios entre los sindicatos y la cú-
pula de la empresa a este respecto 
obliga en ocasiones a recurrir a las 
más altas instancias judiciales. 

Así lo demuestra una reciente 
sentencia del Supremo. En ese tex-

Un espinoso asunto en el que los jueces han tenido que pronunciarse
to jurídico, dado a conocer hace ca-
si exactamente un año, el Alto Tri-
bunal dictaminaba que el tiempo 
para desayunar, y el margen de cor-
tesía de quince minutos concedido 
para incorporarse cada mañana a 
su puesto, tienen que considerarse 
tiempo efectivo de trabajo, en el ca-
so de los empleados de CaixaBank. 

Así quedaba establecido, desde 
principios de los año 90, en el or-
denamiento interno de la entidad 
bancaria, hasta que una nueva guía 

puesta en circulación en la empre-
sa cambiaba las condiciones en re-
lación a algunas de las pausas, o de-
moras, previstas en el tiempo efec-
tivo de trabajo. 

Sin una única jurisprudencia 
El Supremo –y con anterioridad la 
Audiencia Nacional– decidió dar la 
razón a los sindicatos en esta oca-
sión, pero eso no quiere decir que 
sentara jurisprudencia para todas 
las compañías españolas.  

Los abogados laboralistas advir-
tieron ya entonces que aún resul-
taría necesario “estudiar caso por 
caso” en qué compañías había lu-
gar para que la sentencia del Supre-
mo tuviera aplicación. 

El consenso de los expertos avi-
saba de que solamente aquellas em-
presas en las que, más allá de los 
convenios colectivos de su sector, 
contaran con acuerdos con sus tra-
bajadores en esta materia semejan-
tes a los de CaixaBank podía espe-

rarse una sentencia semejante, en 
el hipotético caso de que esta situa-
ción fuera causa de litigio ante los 
magistrados. 

Es más, en los últimos cinco años, 
los jueces han fallado en algunos 
casos a favor de las empresas, y han 
obligado a los trabajadores a des-
contarse las pausas para fumar o 
para tomar café o almorzar, al con-
siderar que su actividad quedaba 
interrumpida y que ese tiempo de-
bía compensarse posteriormente.



Escrito en el agua

N
adie en España con 
tan poca musculatu-
ra política sacó tanto 
rendimiento práctico 
en tan poco tiempo. Yo-
landa Díaz, líder de un 
partido difuso y oca-
sional, ha logrado en 

dos medias legislaturas colocar en el centro 
del debate socioeconómico primero, y des-
pués en las galeradas del Boletín Oficial, una 
colección notable de cambios normativos 
de gran impacto político y de repercusión 
en la vida de las empresas, muchos de ellos 
a contrapelo de la iniciativa del Gobierno. 
Pero vienen más curvas, porque su agenda 
no ha culminado y quiere acelerarla por si 
las moscas electorales le cortan el vuelo, con 
un activismo renovado que se asienta en su 
criatura más deseada, la figura del despido 
subjetivo. Al tiempo.

Con Sumar ahora y antes con Podemos, la 
antes ministra de Trabajo y ahora vicepresi-
denta siempre ha dispuesto de mucho más 
poder que el que en teoría proporcionan 
unas decenas de diputados, por el carác-
ter decisivo de sus apoyos para sostener 
un Gobierno que siempre ha caminado en 
el alambre. Y siempre se ha servido de él 
para colocar sus doctrinarios, caducados 
y radicales preceptos izquierdistas en el 
debate político, incomodando al mundo de 
los negocios y sacando de quicio a la parte 
socialista del Ejecutivo.

En realidad, desde 2018 España es un país 
con un Gobierno tan sui generis que tiene 
dentro también a la oposición, o a una parte 
muy activa de ella, además de ser prisionero 
y deudor parlamentario de múltiples servi-
dumbres y voluntades del más variopinto 
color político y de los más contradictorios 
valores e intereses. Cada cual ha pasado 
sus facturas al cobro y ha hecho caja con 
monedas de diverso cuño, pero nadie ha 
inclinado tanto la balanza de las decisiones 
económicas y sociales como la izquierda 
radical encarnada en Podemos y en Sumar.

Sus mejores sueños de grandeza y he-
gemonía en la izquierda sociopolítica se 
desvanecieron con relativa rapidez y donde 
fue Podemos devino Pudimos, y donde fue 
Sumar, resultó Restar. Pero el tesón y la te-
nacidad de sus propósitos, junto al miedo 
de quien controlaba el Gobierno a ser des-
bordado, les llevaron a marcar la agenda e 
imponer hitos que antes solo estaban en 
debates sociales propios del populismo 
atrevido de soluciones fáciles a problemas 
complejos.

Reformar las leyes laborales para recom-
poner derechos supuestamente perdidos 
durante la hegemonía política de Admi-
nistraciones liberales; resucitar anhelos 
fijados a fuego en todas las Constituciones 
democráticas, pero que decide el mercado; 
trasvasar fiscalmente recursos de las rentas 
elevadas a las bajas, reforzando figuras como 
la renta mínima vital; meter en cintura fiscal 
a los sospechosos habituales de perpetuar 
la desigualdad, como bancos, energéticas, 
grandes corporaciones de distribución o 
grandes fortunas; reforzar las potestades 
sindicales frente a las empresariales en el 
trabajo, con fuertes subidas de los salarios 
de entrada y su desfiscalización; o reduc-
ciones anticompetitivas de jornada con 
controles exagerados en actividades que 
se desenvuelven solo con libertad.

La vicepresidenta del Gobierno y ministra de Trabajo, Yolanda Díaz, en un foro, ayer, en Madrid.  EFE

tión franquista de las indemnizaciones de 45 
días por año, hoy solo vigente residualmente 
para quien tenga en su empresa antigüedad 
previa a 2012. Y por ello Yolanda Díaz no se 
resigna y quiere recuperarlo, o sustituirlo 
por alguna fórmula de indemnización disua-
soria para el empresario o restaurativa del 
daño causado en un despido. La figura que 
maneja la señora vicepresidenta, y sobre la 
que ha encargado ya trabajos teóricos a la 
medida, jaleada por un dictamen reciente 
del Comité Europeo de Derechos Sociales, es 
crear un modelo que ajuste la indemnización 
a las circunstancias personales, profesio-
nales y familiares de cada despedido. Una 
especie de despido a la carta, una suerte 
de despido subjetivo.

El núcleo duro del Gobierno no comparte 
este criterio, y el compromiso del PSOE con 
Sumar en su pacto se limita a “reforzar la 
causalidad en los despidos” y a que las in-
demnizaciones cumplan la Carta Social Eu-
ropea, que tiene una interpretación abierta 
y ambigua, pero siempre prolabor. Habrá, 
por tanto, bronca otra vez. La doctrina ju-
dicial en España, avalada por el Supremo, 
rechaza pagos superiores a 33 días por año 
porque considera que es suficiente para re-
parar el daño, atiende a criterios objetivos 
de tiempo y salario y garantiza igualdad 
de trato. Además, la ley, al menos antes de 
que Díaz imponga otra cosa, no faculta a los 
jueces a fijar pagos que atiendan a circuns-
tancias personales subjetivas ni diferentes 
a las tasadas.

Los expertos advierten también de la 
dificultad probatoria para los trabajadores 
ante un empresario o un juez de tales parti-
cularidades, así como de la ruptura de una 
certidumbre económica tasada que, por 
añadidura, proporciona la indispensable 
seguridad jurídica. Además, si se estable-
cen reparaciones extintivas subjetivas, se 
perjudica la contratación de determinados 
colectivos vulnerables, como mujeres o tra-
bajadores de edad madura.

Para una persona de la sensibilidad 
de Yolanda Díaz, lo ideal sería que nun-
ca hubiese despidos, como si el trabajo 
no estuviese sometido a las reglas de un 
mercado. De hecho, impuso su prohibición 
durante la pandemia y varios trimestres 
ulteriores, con el auxilio de los ERTE, que 
ella sigue convencida de haber inventado y 
patentado. Pero los despidos son el pan de 
cada día, y en 2023, último año con datos 
definitivos, se produjeron 606.625 en más 
de 285.000 empresas, mayoritariamente 
de empleados con contrato fijo. Y pese a 
creer que ha dignificado y reforzado la nor-
mativa laboral, las rescisiones han crecido 
un 42% sobre las de 2018, y las indemni-
zaciones medias abonadas han bajado de 
10.045 euros de 2015 a los 7.446 de ahora. 
Todo a resultas, ni más ni menos, de que la 
rotación laboral implícita en un mercado 
de trabajo es inevitable, y más inevitable 
en una economía intensiva en servicios 
de elevada estacionalidad. Lógico, señora 
vicepresidenta.

Son solo algunos ejemplos de sus ini-
ciativas, que han disparado los costes del 
trabajo, sobre todo en empresas de pequeño 
tamaño; han condicionado, hasta el desis-
timiento algunas veces, muchos proyectos 
de inversión y localización de empresas; y 
han expandido el gasto público con el con-
siguiente estrechamiento del margen para 
atender otras necesidades.  

Pero la agenda de Yolanda Díaz no ha 
concluido, aunque su subyacente político, la 
verdadera potencia de su proyecto electoral, 
sea cada día más endeble y lata sobre él la 
amenaza de ser engullido por la izquierda 
que está a su izquierda y la izquierda que 
está a su derecha. Y la mantendrá en pri-
mera línea, aunque encuentre cada vez más 
oposición en el Consejo de Ministros, como 
le ha pasado con todos sus empeños, pero 
de manera abierta y radical en la reducción 
de la jornada y en la pretendida desfiscali-
zación del salario mínimo.

Con los mismos formatos iliberales de su 
manera de entender el diálogo social, que 
no es otra cosa que un monólogo social en 
el que los sindicatos hacen los coros y la 
patronal mira desde la platea, tratará de 
apurar lo que quede de legislatura, cuyo 
trecho desconoce hasta el presidente del 
Gobierno, para alumbrar la criatura que 
lleva tiempo engendrando e incrementar 
las indemnizaciones por la rescisión de con-
tratos: el despido subjetivo.

Nada ha envilecido más a la izquierda 
radical en materia laboral que perder el bas-

Periodista

La inagotable ‘agenda Díaz’:                            
ahora llega el despido subjetivo 

Por José Antonio Vega. Tras sacar la reducción de jornada y pelear la 
desfiscalización del SMI, batallará por rescisiones con pagos a la carta
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neficiados por la norma. “Con me-
nos deuda hay menos intereses que 
pagar, la condonación permite re-
ducir sus ratios de deuda y sanear 
sus cuentas, una mejor calificación 
crediticia...”, dijo, antes de apuntar 
que “más autonomía financiera, su-
pone más autonomía política”.  

Una vez aprobado, el mecanismo 
será voluntario. Es decir, solo las 
CCAA que quieran, se acogerán al 
sistema. Pese a ello, el Partido Po-
pular decretó ayer el rechazo de la 
medida a los suyos. “Van a votar que 
no a la desigualdad, a que se pre-
mia la mala gestión, a los privilegios 
y a la compra de la Presidencia del 
Gobierno con pago en efectivo del 
dinero de todos los españoles a los 
independentistas”, dijo Alberto Nú-
ñez Feijóo. La orden se extendió 
por todos sus territorios. “Es una 
oferta trampa”, dijo el presidente 
andaluz, Juanma Moreno, que lle-
gó a asegurar en declaraciones a la 
Cadena Cope que “no quiere la con-
donación”, pese a que sería la re-
gión más beneficiada, al poder 
deshacerse de 18.791 millones en 
deuda. También el Gobierno valen-
ciano criticó el mecanismo. “Es un 
insulto que se imponga algo que en 
teoría tenemos que acordar dentro 

de dos días ”, dijo la responsable de 
Hacienda, Ruth Merino. 

Sin embargo, y pese a la oposi-
ción anunciada de las autonomías 
populares, Montero tan solo nece-
sitará el apoyo de una de las regio-
nes este miércoles para validar la 
medida en el Consejo de Política 
Fiscal. Su reglamento otorga al mi-
nisterio de Hacienda la mitad de los 
votos, y cede uno a cada CCAA y 
ciudad autonóma, por lo que a la vi-
cepresidenta primera le vale con el 
apoyo de la Generalitat de Catalu-
ña, gobernada por el socialista Sal-
vador Illa. Aun así, Montero debe-
rá reunir una mayoría en el Con-
greso para sacar adelante la norma.

Montero podrá 
sortear el rechazo 
del PP a la norma, 
tanto en el CPFF, 
como en el Congreso

otorgado por el Gobierno de Ma-
riano Rajoy durante la crisis finan-
ciera”, apuntan desde Hacienda. La 
propuesta será debatida este miér-
coles en el seno del Consejo de Po-
lítica Fiscal y Financiera (CPFF), y 
deberá ser votado en el Congreso a 
través de una ley orgánica.  

Además, Montero asegura que el 
mecanismo corrige la infrafinan-
ciación que cuatro regiones sufren 
como consecuencia del actual sis-
tema de financiación autonómica. 
Andalucía, Valencia, Castilla-La 
Mancha y Murcia podrán acceder 
a una condonación adicional del 
19,3%. Además, el Gobierno identi-
fica a Valencia, como la CCAA que 

Carlos Reus MADRID.  

La vicepresidenta primera, María 
Jesús Montero, confirma que cas-
tigará a las autonomías con las cuen-
tas más saneadas, y con mayor ca-
pacidad para rebajar impuestos, per-
mitiéndoles menores quitas de su 
deuda, a través del Fondo de Liqui-
dez Autonómica (FLA) u otros ins-
trumentos de financiación. Es el ca-
so de la Comunidad de Madrid, un 
territorio que, pese a no tener vin-
culación con el FLA, Montero in-
cluye dentro de los hipotéticos be-
neficiarios de su propuesta, al re-
percutir sobre 8.644 millones de su 
deuda viva con entidades privadas. 

Por el contrario, a las puertas del 
próximo Consejo de Política Fiscal, 
Hacienda anticipa que premiará a 
los territorios con pasivos más ele-
vados, o que hayan subido el tramo 
regional del IRPF. “Beneficiamos a 
aquellas que han hecho un esfuer-
zo fiscal”, dijo ayer Montero duran-
te la presentación de la propuesta. 
En concreto, Hacienda otorgará una 
condonación adicional del 10% a 
aquellas regiones que hayan subi-
do el Impuesto sobre la Renta. Es-
to se traduce en una compensación 
adicional de 917 millones. “Aquel 
que está contribuyendo a que esa 
deuda acumulada sea menor, le da-
mos un empujón añadido”, añadió.  

No es el único criterio que com-
pone el mecanismo que aspira a per-
donar hasta 83.252 millones de eu-
ros del pasivo autonómico. La pro-
puesta establece tres fases que ex-
plican la metodología. En primer 
lugar, calcula la cuantía a través de 
un diferencial entre el volumen de 
pasivo acumulado por los territo-
rios en el periodo que abarca el 31 
de diciembre de 2009 y el de 2013; 
y el registrado entre los últimos dí-
as de 2019 y 2023. “Calculamos que 
las CCAA tuvieron que endeudar-
se entorno a 80.310 millones, como 
consecuencia de la falta de apoyo 

Montero castiga con menores quitas de 
deuda con el FLA a las CCAA más saneadas 
Hacienda prevé condonar más de 83.000 millones en los territorios de régimen común 

mayor volumen de deuda por ha-
bitante ajustado acumula, de 2.384 
euros. A través de ese límite, pro-
pone elevar la condonación para al-
canzar este mismo importe para el 
resto de las regiones infrafinancia-
das. “A las CCAA que han estado 
por debajo de la media en financia-
ción por habitante, le elevamos su 
condonación a la cuantía que repre-
senta la CCAA que alcanza mayor 
nivel: Valencia”, explicó Montero.  

“Se trata de una medida con la 
que todas, repito, todas las CCAA 
ganan”, insistió una y otra vez la ti-
tular de Hacienda, que recordó que 
regiones sin deuda con el FLA, co-
mo Madrid, también se verán be-

Mecanismo de quitas de deuda de las CCAA con el FLA
En millones de euros�

Fuente: Ministerio de Hacienda.

Andalucía

Cataluña

C. Valenciana

C. de Madrid

Castilla-La Mancha

Galicia

Castilla y León

Región de Murcia

Canarias

Aragón

Islas Baleares

Extremadura

Asturias

Cantabria

La Rioja

TOTAL

CCAA CONDONACIÓN TOTAL

18.791

17.104

11.210

8.644

4.927

4.010

3.643

3.318

3.259

2.124

1.741

1.718

1.508

809

448

83.252

Condonación 75%
por población

11.259

10.249

6.717

8.644

2.952

4.010

3.643

1.988

2.977

1.931

1.536

1.562

1.508

809
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60.232

Condonación
adicional

-

6.371

4.493

-

170

-

-

358

-

-

122

-

-

-

-

11.514

Compensación por
infrafinanciación

o IRPF

7.531

484

-

-

1.804

-

-

972

282

193

83

156

-

-

-

11.506

FASE 3FASE 1 FASE 2

10.307 
MILLONES DE EUROS 

La ministra de Hacienda des-
cara aprobar un fondo de ni-
velación para compensar la 
infrafinanciación de Andalu-
cía, Valencia, Castilla-La 
Mancha y Murcia. En su lugar, 
aprovechará el mecanismo de 
quitas para proponer una 
condonación extraordinaria 
de más de 10.300 millones de 
euros que resarza el agravio 
financiero.

C. R. MADRID.  

El líder de ERC, Oriol Junqueras, 
desveló ayer un acuerdo que preci-
pitó, pocas horas después, el anun-
cio del mecanismo. El Gobierno 
condonará un 22% de la deuda que 
la Generalitat mantiene con el Fon-
do de Liquidez Autonómica (FLA), 
lo que equivale a 17.104 millones de 
euros, 2.000 millones más de los 
comprometidos inicialmente en el 
pacto de investidura firmado en no-

Junqueras se arroga la asunción de 17.100 millones del pasivo de Cataluña 
viembre de 2023. Esto se traducirá 
en un ahorro en intereses superior 
a los 1.500 millones de euros o unos 
250 o 300 millones de euros anua-
les. “Es una cantidad equivalente a 
todo lo que el Govern de Cataluña 
se gasta anualmente o invierte anual-
mente en salud, educación, univer-
sidades e investigación”, aseguró 
Junqueras.  

Pese al acuerdo, el líder de los re-
publicanos afirmó que lo pactado 
ayer no modifica la posición de ERC 

sobre una posible negociación de 
los Presupuestos Generales del Es-
tado (PGE) de 2025: “No habrá ne-
gociación presupuestaria en 2025 
ni con la Generalitat ni con el Go-
bierno”, e insistió en que los acuer-
dos existentes se deben cumplir. 

Por su parte, la Generalitat pre-
sidida por Slavador Illa se felicitó 
por el acuerdo. “Estamos satisfe-
chos de que se incorpore a la orden 
del día, que haya una metodología 
de cálculo, que nos parece correc-

ta, y esperamos que se pueda apro-
bar”, apuntó la consellera de Eco-
nomía y Finanzas de la Generalitat 
de Cataluña, Alícia Romero. 

Sin embargo, la viabilidad del sis-
tema de quitas dependerá -una vez 
más- de Junts. Los de Carles Puig-
demont siguen sin desvelar sus car-
tas, y esperarán a “conocer la pro-
puesta en profundidad” antes de 
emitir un juicio al respecto. El Con-
greso deberá votar el mecanismo, 
que será debatido como ley orgáni-

ca. Para ello, el apoyo de Junts es 
esencial, teniendo en cuenta que 
PP y Vox ya han anunciado que vo-
tarán en contra de la medida.  

Está previsto que el Gobierno lle-
ve a la Cámara Baja el mecanismo 
de condonación de la deuda auto-
nómica a lo largo del primer semes-
tre de este año. Ese es -al menos- el 
compromiso alcanzado entre La 
Moncloa y el partido que lidera Oriol 
Junqueras, que deja ahora la pre-
sión en el tejado de Salvador Illa. 
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La reforma de la Ley del Suelo vuel-
ve hoy al Congreso y como ya suce-
diera el pasado mes de mayo, su vuel-
ta está abocada al fracaso. El PSOE ha 
utilizado al PNV como muleta para 
presentar el texto y tratar de reunir 
los apoyos necesarios para sacar ade-
lante una norma que resulta crucial 
para desatascar decenas de proyec-
tos urbanísticos en todo el país en un 
momento de crisis habitacional ur-
gente en España. Sin embargo, ni sus 
propios socios de legislatura respal-
dan la propuesta, lo que hace prever 
que acabe de nuevo estrellada en el 
trámite parlamentario porque el PP, 
que podría votar a favor o, al menos, 
abstenerse, no parece tener intención 
de hacerlo.  

En Génova no están por la labor de 
conceder esta victoria a Ferraz, por 
más que los socialistas hayan retira-
do su firma del documento para in-
tentar el acercamiento de otras fuer-
zas políticas. Los populares alegan que 
su posicionamiento técnico es muy 
diferente, que la proposición del PNV 
es una «versión mutilada» de otra nor-
ma redactada por el PP en 2018 a la 
que han quitado «partes fundamen-
tales» y que se trata, en definitiva, «de 
una mala copia para solucionar pro-
blemas que han cambiado sustan-

cialmente» en el mercado de la vivien-
da. Además, en el Partido Popular de-
fienden su propia propuesta de refor-
ma de la Ley del Suelo, que presenta-
ron hace unas semanas en el Senado 
y que prevén llevar en los próximos 
días a la Cámara baja, así que salvo 
sorpresa mayúscula de última hora, 
es de esperar que los de Feijóo no res-
palden el texto del PNV.  

La propuesta llega este martes de 
nuevo al Congreso de los Diputados 
tras el fracaso de mayo. Entonces, ape-
nas unas horas antes de la votación, 
el Partido Socialista retiró la ley para 
evitar un fiasco en la votación que de-
jase en evidencia –otra vez– su debi-
lidad parlamentaria. Ni siquiera sus 
aliados de Sumar, Podemos o ERC 
respaldaron entonces el texto. Los so-
cialistas guardaron el proyecto en un 
cajón y ahí ha permanecido dormi-
do hasta ahora, ante la desespe-
ración y el enfado del sector inmobi-
liario.  

Promotores, constructores y com-
pañías de toda índole relacionadas 
con la vivienda reclaman que la refor-
ma de la Ley del Suelo es un paso fun-
damental para desatascar la planifi-
cación urbanística de numerosas ciu-
dades y municipios del país y poner 
en marcha vivienda de obra nueva. 
Los planes generales de ordenación 

urbana son los instrumentos bá-
sicos para formular las políticas ur-
banísticas en el término municipal. 
No se puede construir nueva vivien-
da sin la aprobación de este instru-
mento. Pues bien, en todo el país hay 
más de un centenar de planes para-
lizados desde hace años por una re-
clamación o alegación presentada en 
su contra; el plan queda paralizado 
sin importar la veracidad o la afecta-

ción de la queja. La reforma de la Ley 
del Suelo que vuelve ahora al Con-
greso pretende evitar esto e introdu-
ce un cambio de calado en la trami-
tación estos planes al distinguir en-
tre la nulidad de pleno derecho del 
plan –cuando hay defectos sustan-
ciales y estructurales que lo justifi-
can– y la nulidad parcial, que podría 
producirse si el plan incluye un ele-
mento formal que se puede recurrir. 

Es decir, de salir adelante el nuevo tex-
to, el recurso parcial de un plan gene-
ral de ordenación urbana no supon-
dría la caída del plan al completo. 

La situación es especialmente dra-
mática en el momento de crisis de ac-
ceso a una vivienda que sufre el país, 
por eso también en el sector hay bas-
tante enfado ante la falta de voluntad 
política para lograr un acuerdo que 
saque adelante la reforma.  

Sobre la mesa, los textos son con-
siderablemente diferentes. La pro-
puesta del PSOE –ahora firmada por 
el PNV– fija un plazo máximo de cua-
tro años para impugnar los planes ur-
banísticos por motivos formales no 
sustanciales y reconoce el silencio po-
sitivo sólo para la vivienda de promo-
ción pública.  

Por su parte, la propuesta del PP es 
una especie de ley ómnibus que inclu-
ye la modificación de seis leyes, en-
tre las que se encuentra la Ley de Vi-
vienda; contempla la creación de una 
especie de ventanilla única para agi-
lizar los informes sectoriales ne-
cesarios para el desarrollo de las pro-
mociones, que deberán además rea-
lizarse en un plazo máximo de tres 
meses, y defiende también extender 
el silencio negativo a la iniciativa pri-
vada, no sólo a la vivienda pública co-
mo plantean el PSOE y el PNV. 

Bloqueo a la liberación de suelo 
L El Congreso retoma hoy el debate sobre la reforma de la Ley del Suelo impulsada por el PSOE tras nueve 
meses de parálisis L Ni sus aliados de legislatura ni el PP respaldan el texto que está firmado por el PNV

 Edificios en construcción en Colmenar Viejo, al norte de Madrid, con la capital al fondo. ALBERTO DI LOLLI

El primer mes de 
2025 comenzó con 
ocho comunidades 
autónomas 
registrando un 
nuevo máximo 
histórico en el 
precio de los 
alquileres en un 
mercado cada vez 
más tensionado y 
con zonas del país 
donde el precio de 
las rentas supera 
hasta en un 60% los 

máximos 
registrados en plena 
burbuja 
inmobiliaria. 
Madrid, Cataluña, 
País Vasco, Navarra, 
Comunidad 
Valenciana, 
Andalucía, La Rioja 
y Castilla-La 
Mancha son las 
regiones que 
alcanzaron 
máximos y la 
tendencia general 

de los precios para 
el resto del año 
apunta a seguir al 
alza.  
A nivel nacional, el 
precio medio 
también se situó en 
cotas históricas, 
13,55 euros por 
metro cuadrado, lo 
que supone un 
aumento del 15% 
anual. Asimismo, 
otras ocho 
autonomías 
alcanzaron las 
rentas más elevadas 
en los registros en 
los últimos meses 
de 2024, según 
Fotocasa. 

OCHO CCAA REGISTRAN 
EN ENERO UN NUEVO 
MÁXIMO DEL ALQUILER 



La Cámara de Comercio de Es-
paña ya ha puesto cifras al retro-
ceso que experimentarían las ex-
portaciones españolas en caso de 
que la Administración de Trump 
cumpla su amenaza de fijar nue-
vos aranceles. La imposición ge-
neralizada de tarifas del 25% re-
duciría casi una cuarta parte las 
ventas al mercado estadouniden-
se, lo que representaría unas pér-
didas de hasta 4.300 millones de 
euros. Pero este escenario, que se 
sitúa como el más desfavorable, 
supondría un impacto de apenas 
el 0,27% sobre el Producto Inte-
rior Bruto. Las cifras hacen con-
cluir a los expertos que sería muy 
limitado el efecto directo que ten-
dría en la economía española el 
nuevo capítulo de hostilidades, 
que se enmarca en la guerra co-
mercial desplegada por el man-
datario republicano, aunque el 
golpe sería desigual por sectores.

El estudio, basado en un mo-
delo econométrico que analiza las 
barreras comerciales y su impac-
to sectorial, destaca que incluso 
en el peor de los escenarios, el 
impacto quedaría limitado al 5% 
de las exportaciones totales de 
bienes de la economía española, 
que es el peso que representan las 
ventas a Estados Unidos sobre el 
total de envíos al extranjero que 
hace España de sus productos. El 
efecto es tan residual gracias a 
que el grueso de lo que se vende 
fuera tiene como destino la Unión 
Europea y el resto de Europa (en 
torno al 74% del total).

Y lo más probable es que el 
impacto sea incluso menor. Así 
lo consideran los analistas de la 
Cámara de Comercio, en línea 
con otro informe sobre la materia 
que elaboró el propio Banco de 
España, que toma como escena-
rio central una subida arancelaria 
del 10% para todas las importacio-
nes hacia Estados Unidos. Bajo es-
ta hipótesis, el impacto en el PIB 
sería de apenas el 0,06%, según los 
cálculos de la organización em-
presarial. El organismo regula-
dor lo había cifrado en torno al 
0,03%, lo que reafirma la idea de 
que la nueva estrategia proteccio-
nista de Trump tendrá poca in-
fluencia directa sobre la econo-
mía española.

La diferencia entre ambos 
porcentajes se explica porque, 
en el primer caso, se calcula el 
impacto solo para 2025. En el se-
gundo caso, en cambio, el análi-
sis se basaba en un promedio de 
tres años, lo que suaviza el golpe 
anual estimado. “Lo lógico es que 
las compañías respondan a la pre-
sión inicial de nuevos aranceles 

DENISSE LÓPEZ 
Madrid 

con estrategias que mitiguen el 
golpe. Esto incluye la negociación 
con exportadores estadouniden-
ses, la diversificación hacia nue-
vos mercados y la modificación 
de los formatos de los productos, 
pero esto no va a ocurrir en el pri-
mer año”, detalla Raúl Mínguez, 
director de estudios de la Cámara 
de Comercio de España.

Hasta ahora, el Gobierno es-
tadounidense no ha cristalizado 
ninguna de las amenazas comer-
ciales lanzadas por Trump contra 
Europa. Desde que llegó al Despa-
cho Oval hace apenas un mes, ha 
prometido aranceles de alrede-
dor del 25% a la importación de 
aluminio, acero, coches, chips y 
de productos farmacéuticos, así 

como a los productos provenien-
tes de México y Canadá. Pero el 
hecho es que hasta ahora no se 
ha fijado una cifra exacta y no hay 
una fecha para su entrada en vi-
gor, por lo que se interpreta como 
una estrategia de negociación pa-
ra reducir el disparado déficit co-
mercial que mantiene la primera 
economía del mundo.

Sectores más afectados

Aunque en una visión amplia, Es-
paña tenga poco de que preocu-
parse, hay algunas ramas de ac-
tividad especialmente expuestas 
y que podrían sufrir recortes im-
portantes en sus ventas a Estados 
Unidos. “Los productores de ma-

quinaria, herramientas, motores 
o equipamiento de oficina, así co-
mo los de medicamentos, plásti-
cos o abonos, podrían ver en ries-
go una parte considerable de sus 
exportaciones al país norteame-
ricano”, incide Mínguez. Los fa-
bricantes de maquinaria y mate-
rial eléctrico, con exportaciones 
a Estados Unidos superiores a los 
4.000 millones de euros en 2024, 
sufrirían el mayor revés. En un es-
cenario de aranceles del 25%, las 
ventas podrían desplomarse has-
ta un 28%.

La industria química y farma-
céutica también sería vulnerable, 
con caídas proyectadas del 16,5% 
en el peor de los supuestos. Para 
el sector metalúrgico el impacto 
también sería significativo, con 
reducciones del 10,3% en expor-
taciones de hierro, acero y alu-
minio. El agroalimentario, tra-
dicionalmente sensible a las ba-
rreras comerciales, se enfrenta a 
una situación peculiar. Aunque 
la caída general estimada es del 
6% en el contexto más adverso, 
productos icónicos como el acei-
te de oliva y el vino podrían ver 
reducida su presencia en el mer-
cado estadounidense de manera 
similar a lo ocurrido entre 2019 
y 2020, cuando las restricciones 
arancelarias impuestas entonces 
por Trump hundieron las ventas 
de aceite español en la primera 
potencia mundial un 70%.

A estos descalabros sectoria-
les habría que sumar algunos 
“efectos indirectos”. Estos llega-
rían “por la vía de mermar las 
exportaciones indirectas de bie-
nes al mercado estadounidense 
—ventas de productos a terceros 
países que acaban finalmente en 
EE UU— y reducir también de-
terminados servicios asociados a 
las transacciones de mercancías, 
como el transporte y la logística, 
seguros, servicios de reparación 
y postventa, o servicios financie-
ros”, explica el analista de la Cá-
mara de Comercio.

En efecto, en la diana de la po-
lítica proteccionista del presiden-
te republicano figuran algunos de 
los principales socios comerciales 
de España en Europa. Entre ellos 
están Alemania, Francia e Italia, 
que exportan entre el 22% y el 17% 
de sus bienes al país norteameri-
cano. Un golpe a su crecimiento 
económico, que ya atraviesa por 
un bache, podría resultar en una 
menor demanda de bienes o ser-
vicios españoles para sus proce-
sos de producción. Esto se tra-
duciría en una caída de las ven-
tas también a esos países.

Pero antes de llegar a ese es-
cenario, se tiene que concretar 
el giro proteccionista de Trump. 
El objetivo de Bruselas es evitar 
que la guerra comercial se ha-
ga realidad, por lo que está dis-
puesta a negociar un acuerdo con 
 Washington. La semana pasada, 
el responsable comercial euro-
peo, Maros Sefcovic, ya inició con-
versaciones con sus homólogos 
estadounidenses para abordar el 
asunto. Europa busca mantener 
a EE UU, pero también ha dejado 
claro que, si no se alcanza un en-
tendimiento, responderá con “fir-
meza y proporcionalidad”.

Las ventas españolas a EE UU pueden 
caer hasta un 25% por los aranceles
Con un gravamen generalizado del 25%, las exportaciones al país se reducirían en 
unos 4.300 millones de euros, aunque el impacto en el PIB sería de apenas el 0,06%

Un barco con contenedores en el puerto de Algeciras, en marzo de 2024. EUROPA PRESS

El dato

5%
Es el porcentaje de las 
exportaciones españolas 
que representan las ventas a 
Estados Unidos. El grueso de 
las exportaciones tiene como 
destino la Unión Europea y el 
resto del continente (en torno  
al 74% del total).

Efectos estimados de un incremento de aranceles en EE UU

EL PAÍSFuente: Cámara de Comercio

Mínimo, promedio y máximo, sobre las exportaciones españolas a ese país

–5.000

–4.000

–3.000

–2.000

–1.000

0

–25

–20

–15

–10

–5

0%

% de variación

Tipo arancelario a aplicar Tipo arancelario a aplicar

Millones de euros

10% 20% 25% 10% 20% 25%

Impacto en el volumen comercial Impacto en el importe

–6,0%
–7,7%

–4,2%
–1.084
–1.399

–770

–14,3%

–18,4%

–10,1%

–2.599

–3.352

–1.845

–18,5%

–23,8%

–13,1%

–3.356

–4.329

–2.382

SECCIÓN:

OTS:

DIFUSIÓN:

FRECUENCIA:

ÁREA:

AVE:

PÁGINAS:

PAÍS:

ECONOMIA Y TRABAJO

758000

49152

Diario

633 CM² - 77%

52630 €

25

España

25 Febrero, 2025

P.9


	Índice
	La quita de deuda a todas las CC. AA. penalizará a las que bajaron impuestos
	El comité de Cepyme exige a Cuerva retirar la reforma «ilegal» del voto o irán a la Justicia
	La inagotable ‘agenda Díaz’: ahora llega el despido subjetivo
	El CES evita pronunciarse a favor o en contra de la reducción de la jornada
	Miles de empresas, en vilo por las pérdidas del Covid
	Las ventas españolas a EE UU pueden caer hasta un 25% por los aranceles

